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    Presentación




    Este texto colectivo es resultado del proyecto “Derechos Humanos, Nuevos Actores y Movimientos Sociales y Responsabilidad Social Universitaria” (PE300519) del Programa de Apoyo a Proyectos para Innovar y Mejorar la Educación (PAPIME), que gracias al apoyo de la Dirección General de Asuntos del Personal Académico de la UNAM (DGAPA) operó como un seminario permanente con participación de profesores, estudiantes y egresados de la licenciatura en Sociología de la FES Acatlán. Dicho seminario brindó un espacio privilegiado para la discusión de textos y temas relevantes de la compleja realidad mexicana contemporánea en la que vemos emerger cada vez más expresiones de una sociedad crecientemente activa y participativa en la defensa de sus derechos.




    Los artículos que aparecen en esta compilación son resultado del trabajo colectivo e individual de los miembros del seminario y del intento por construir marcos teóricos y de análisis para arrojar luz sobre la propia experiencia vivida desde la academia, pero también desde la participación en distintos movimientos sociales. El número de participantes del proyecto es mayor que la cantidad de artículos. Tuvimos que sortear, como todos, la pandemia de Covid-19 y eso significó en este caso que al modificarse radicalmente las condiciones en que las personas han tenido que subsistir o realizar tareas de cuidado de otros en condiciones de emergencia sanitaria, algunos de los participantes que contribuyeron a las discusiones colectivas no puedan aparecer como autores. Les damos las gracias a ellas y ellos por su importante aportación a este proyecto.




    Se encontrarán aquí textos que abren una discusión necesaria sobre el derecho a la protesta, mismo que constituye la realización del derecho de libertad de asociación y del derecho de libertad de expresión. Se abordan también las dificultades que surgen al intentar establecer y justificar algunos límites al derecho a la protesta en contextos democráticos.




    También se presenta una reflexión sobre la tendencia de algunos movimientos sociales en la actualidad a incorporar el uso de la violencia a sus repertorios de actuación.




    De igual manera, se aborda en otro de los ensayos cómo la participación política en el movimiento estudiantil de la UNAM de 1999 funcionó como formadora de agentes políticos y de trayectorias individuales marcadas en lo sucesivo por el activismo y la incorporación a otros movimientos u organizaciones sociales.




    Uno de los nuevos movimientos sociales más influyentes en México y en el mundo ha sido el neozapatismo. También se encontrará aquí un trabajo que aborda los principios organizativos del EZLN y la importancia del mandar-obedeciendo como eje de una nueva forma de hacer política.




    A la par del avance en la toma de conciencia sobre la universalidad de los Derechos Humanos surgen resistencias de parte de grupos que se autodenominan antiprogresistas y cuyos discursos niegan derechos o buscan limitarlos. Otro de los trabajos busca explicar la violación sistemática de derechos humanos de migrantes centroamericanos en México a partir de la categoría de “el extraño”. Así, el trabajo resalta cómo la identificación de lo diferente resulta decisivo a la hora de establecer relaciones con quienes decodificamos como extraños.




    Uno más de los textos da un breve repaso de las ofensivas neoconservadoras (así como de sus estrategias y alcances) que se alzan en contra de movimientos como el feminista y de la diversidad sexo genérica.




    Por último, se aborda también la importancia del giro de las Instituciones de Educación Superior hacia la Responsabilidad Social Universitaria mismo que supone que la formación universitaria debe ponerse al servicio de la educación en la ciudadanía y que las universidades nunca más deben evadir el interrogarse sobre sus impactos negativos sobre la sociedad y sobre el medio ambiente.




    Solo resta esperar que los lectores encuentren en este texto colectivo una manera de leer e interpretar algunos aspectos de nuestra realidad, que al mismo tiempo que contribuya a la comprensión de éstos también nos ayude a fortalecer nuestro compromiso con la construcción de sociedades verdaderamente democráticas.




    Queda expresar nuestro agradecimiento a Alondra Karina Navarrete, becaria del proyecto, por su invaluable apoyo en la revisión de los artículos y por su entusiasmo.
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    Sobre el derecho a la protesta




    Maribel Núñez Cruz




    Las sociedades actuales tienen como una de sus características distintivas el estar conformadas por individuos que se saben poseedores de derechos. Instituciones y familiares promueven que las personas a edad temprana interioricen la idea de que la dignidad humana supone el acceso pleno a un conjunto de derechos que son condicionantes para disfrutar de una vida plena.




    Asimismo, se ha extendido la aspiración a vivir en contextos democráticos en los que el ejercicio del poder sirva justamente al propósito de garantizar el acceso de todo aquello que hace posible la vida en condiciones de dignidad. Entre estas condiciones destacan las que permiten la realización efectiva del llamado “derecho a la protesta social”, unido indivisiblemente al derecho de libre manifestación de las ideas (o de libertad de expresión) y a los derechos de libre asociación y de reunión.




    Partimos del supuesto de que prácticamente todas las sociedades experimentan distintos déficits democráticos que se expresan en las diversas manifestaciones de la desigualdad social, el acceso a la participación y a las oportunidades y, de que dicha desigualdad genera conflictos. Con este antecedente, es preciso considerar que cuando no existen o no funcionan los canales institucionales para demandar soluciones a los problemas de individuos o grupos o cuando algún sector de la sociedad experimenta una merma en el goce de sus derechos civiles, sociales, económicos o culturales; éstos suelen organizarse para reclamar el acceso efectivo a los mismos. Por ello, el derecho a la protesta ha sido calificado por Roberto Gargarella como “el primer derecho”,1 en la medida en que la afectación a cualquiera de los otros derechos puede ser impugnada o denunciada, a través de las distintas formas de manifestación pública de inconformidad: concentraciones, asambleas, marchas, bloqueos, plantones, “sentadas”, entre otros.




    Pero, ya que hemos señalado que el derecho a la protesta es de altísima prioridad, cabe preguntarse si en efecto, hay unos derechos que pueden reclamar lícitamente primacía sobre otros. Dicho de otro modo: ¿es posible jerarquizar los Derechos Humanos (DD. HH.)?




    En principio, hay que señalar que la Declaración Universal de los Derechos Humanos de 1948 estableció que éstos son universales e inalienables. Luego, la Conferencia Mundial de Derechos Humanos de Viena en 1993 ratificó lo que ya señalaban otros instrumentos internacionales de DD. HH. y declaró que tales derechos están interrelacionados, son Interdependientes e Indivisibles.




    Lo anterior supone el reconocimiento de que los derechos civiles y políticos (derecho a la vida, al nombre, a la nacionalidad, a la igualdad, a la libertad, a la seguridad, a la justicia; así como las libertades de tránsito, religión, de pensamiento, de expresión, de reunión y de asociación), no pueden ser separados de los derechos económicos, sociales y culturales (derecho al trabajo, a la seguridad social, la salud, la educación, la alimentación, el agua, la vivienda y a la cultura), ni de los llamados derechos de tercera generación (derecho al desarrollo sostenido, a la autodeterminación de los pueblos, a la paz, a la protección de datos personales, a gozar de un medioambiente sano)2.




    Cabe señalar que es de esperarse que a los derechos antes mencionados se agreguen, con el paso del tiempo, otros nuevos debido a que éstos expresan preocupaciones que surgen en cada momento histórico derivadas de los cambios tecnológicos y del contexto mundial. Y, del hecho de la interdependencia e indivisibilidad puede concluirse que todos ellos requieren ser protegidos, porque la no observancia o respeto a alguno, supone la afectación a otros que dependen de éste. Por ejemplo, la prohibición u obstaculización del derecho de libertad de reunión, afecta el ejercicio del derecho de libertad de expresión. O el no acceder al derecho a la educación afecta el ejercicio de los derechos políticos y así, sucesivamente.




    De la citada Conferencia de Viena se sigue entonces que al menos formalmente no existen jerarquías entre los Derechos Humanos que signifiquen que unos son más importantes que otros, debido a la estrecha relación que tienen y cómo se vinculan mutuamente. No obstante, algunos defensores y especialistas en DD. HH. postulan la existencia de lo que denominan “derechos llave”, que serían aquellos cuya realización sirve para acceder a otros tantos. Por ejemplo, sería el caso del derecho a la identidad y al registro civil de nacimiento. Si no se cuenta con documentos que acrediten quién es una persona, ésta no puede acceder al derecho a la educación, al derecho a votar y ser votado, entre otros. Otro caso de derecho llave sería sin duda el derecho a la no discriminación que de estar garantizado asegura el acceso de las personas a la salud, a la educación o al empleo sin importar su género, su orientación sexual, su origen étnico, su edad u otros factores.




    Hasta aquí hemos señalado que, pese a que tiene sentido plantear la importancia clave de acceder plenamente a algunos derechos como el derecho a la protesta o a otros que funcionan como llave para abrir la puerta de acceso a otros derechos, en stricto sensu no es posible plantear que unos son más importantes que otros.




    De cualquier modo, la Organización de las Naciones Unidas, considera que, justo por la interdependencia e interrelación existentes con otros derechos, “la libertad de reunión pacífica y de asociación constituyen un valioso indicador para determinar en qué medida los Estados respetan el disfrute de muchos otros DD. HH.”3 Un caso emblemático de la importancia del respeto al derecho a la protesta y de cómo las restricciones que se imponen al mismo advierten de un déficit en el acceso a los demás derechos, es el caso de Singapur, país en el que la cara oculta del desarrollo económico es la violación sistemática de los Derechos Humanos. En este lugar solo está permitido protestar en un parque. Y cuando los manifestantes acuden a hacerlo en ese parque, de cualquier modo, son hostigados por personal del gobierno.




    La activista por los DD. HH. en Singapur Han Hui Hui explica que: “Antes de realizar una protesta, tienes que informar al Gobierno que vas a protestar. En su sitio web, tienes tres opciones. Debes elegir entre dar un discurso, organizar una protesta, o si vas a cantar, que es una función. Solo puedes hacer clic en una de las opciones. Yo siempre elijo discurso; todos elegimos eso. Pero si escoges esa opción, serás acusado por manifestar. Y si eliges realizar una protesta y das un discurso, te acusarán por dar un discurso. Debido a este problema técnico en el sitio web del Gobierno, este [pudo] multarme con 3 100 dólares de Singapur [2 360 dólares estadounidenses] por dar un discurso y manifestarme al mismo tiempo. Esto sobrepasa el límite de 2 000 dólares. Por esa razón, no podré postular en la elección”.4 5




    Hasta aquí hemos dicho que especialistas en DD. HH. señalan que aún con el supuesto de fondo de la indivisibilidad de los mismos y, sin la intención de jerarquizar, sí es posible, incluso necesario, priorizar. En el caso de Singapur, por ejemplo, garantizar el derecho a la protesta sin duda se consideraría un importante avance democrático.




    También en muchos otros países el derecho a la protesta está lejos de estar garantizado. Llama la atención el caso de Rusia en el que los homosexuales marchan para conseguir que se respete su derecho de realizar la Marcha del orgullo (Pride parade). Se manifiestan con el fin de lograr su derecho a manifestarse. Son reprimidos y detenidos una y otra vez en un país que considera que la homosexualidad debe quedar circunscrita al ámbito privado.




    Desde 2006, la Marcha del orgullo debía realizarse en Moscú, pero cada año se les niega la autorización para hacerlo. En ese entonces, el alcalde Yuri Luzhkov argumentó que no podía permitir que se realizara el desfile porque dado el ambiente adverso para ellos, los manifestantes correrían peligro. El mismo alcalde expresó que la homosexualidad “no es natural”.




    De ese año a la fecha, distintos funcionarios han calificado a la manifestación que se convoca cada año como un “acto satánico o arma de destrucción masiva”. Pese a que la concentración invariablemente concluye en violencia y arrestos, los activistas LGBT afirman que no permitirán que gane el autoritarismo.




    Vale la pena enumerar las seis razones por las cuales la organización Artículo 19, que defiende la libertad de expresión y acceso a la información, considera que la protesta es tan importante para la democracia:6




    1. Las personas que piensan de manera diferente pueden sentirse aisladas, marginadas o impotentes. Las manifestaciones públicas las empoderan al darse cuenta de que no están solas.




    2. Al protestar, modificamos la agenda y comenzamos un debate.




    3. En una democracia electoral las protestas son un correctivo vital contra la tentación de anular los derechos de las minorías.




    4. Si hay suficientes manifestantes, se puede lograr que las políticas de quienes están en el poder se tornen impracticables.




    5. A veces se gana de una forma que no se planeaba o planteaba.




    6. A veces se gana, pero puede tomar una generación, o más, que se haga evidente que las demandas de los manifestantes tenían sentido.




    A partir del análisis de casos concretos es posible evidenciar que el verdadero valor del discurso de los Derechos Humanos no puede ser abstracto. Antes bien, su importancia debe verse en función de contextos y situaciones de actores específicos y en función de los problemas que los aquejan:




    En países en desarrollo se trataría de priorizar algunos derechos en atención a sus posibilidades de realización, a su importancia para un contexto determinado o su vinculación con otros derechos. Justamente porque los derechos son indivisibles, el Estado democrático trata de priorizar algunos derechos bajo la idea de que estos generarán una cadena de impactos. Abordar la implementación de los derechos no es una tarea de todo o de nada, sino que es posible generar las condiciones que permitan la progresividad de los Derechos Humanos a partir de un grupo de ellos.7




    Digamos que al seleccionar o priorizar un derecho por encima de otro en situaciones específicas se busca generar una suerte de círculo virtuoso o espiral ascendente en el goce de los mismos que permitiría la ansiada progresividad. Esto es lo que se consigue, por ejemplo, cuando se prioriza el acceso a la alimentación suficiente y de calidad para la población en situación de extrema pobreza de manera que al superar la pobreza alimentaria después se puedan concentrar los esfuerzos en que dicho sector acceda al derecho a la educación y, como consecuencia de lo anterior, al pleno ejercicio de la libertad de expresión, a sus derechos políticos y a los derechos restantes. Así, es recomendable que en una situación particular se pueda elegir impulsar un derecho que sirva como catalizador para el goce de otros derechos.8




    El debate sobre las limitaciones a la libertad de expresión y de manifestación




    Con lo expuesto hasta aquí, queda claro que partimos de una relación estrecha entre el derecho a la protesta y la lucha por los Derechos Humanos. Asumimos entonces el hecho irrefutable de que, en una sociedad democrática, debe estar garantizado el derecho a la protesta, que se asocia con el acceso efectivo a otros derechos, pero no podemos ignorar que lo que suscita enormes controversias es el tipo de manifestaciones públicas de inconformidad que es deseable que sucedan en el espacio público.




    El documento de la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los Derechos Humanos “Protesta Social y DD. HH.: estándares nacionales e internacionales”9, señala que en entornos autoritarios o de debilidad institucional, predomina la percepción de que la protesta social constituye una amenaza a la autoridad y, advierte con respecto a que de esta concepción se derivan esfuerzos para contener y disuadir, antes que para entender y resolver problemas. Y, en consecuencia, esta concepción conduce a criminalizar en lugar de solucionar. Además, cabe señalar que “el derecho de reunión y de protesta son dos derechos que solo pueden ejercerse sin miedo si las consecuencias de dicha protesta no son el arresto, la detención o la deportación”10 (ésta última por ejemplo en el caso de los migrantes indocumentados). El documento señala por otro lado, que:




    Según se dispone en el artículo 4 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, los derechos a la libertad de reunión pacífica y de asociación no son absolutos. En la resolución 15/21 (párrafo 4) se establece claramente que estos derechos “pueden estar sujetos a ciertas limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias en una sociedad democrática en razón de la seguridad nacional o la integridad de la población, el orden público, la protección de la salud o de la moral públicas o la protección de los derechos y libertades de los demás”. [No obstante], el Relator Especial hace hincapié en que solo podrán aplicarse “ciertas” restricciones, es decir que, sin lugar a dudas, la libertad será la regla y la restricción su excepción.11




    Es importante enfatizar que la ONU reconoce que pese a que pueda justificarse en algún caso alguna restricción a los derechos relacionados con los de manifestación y de protesta, “la libertad será la regla y la restricción su excepción”. En función de esto diríamos que adquiere pleno sentido la frase recurrente que aparece en muchas movilizaciones que defienden el libre derecho de manifestación, que dice “la protesta es un derecho, la represión es un delito”.




    Si solo en casos especiales puede darse alguna restricción a los derechos de reunión y de libertad de expresión, cabe preguntarse ¿a qué podrían responder tales limitaciones? Con la finalidad de ilustrar algún criterio a partir del cual se defienda restringir el derecho de manifestación, examinaremos brevemente la postura que sostiene que algunas manifestaciones públicas deberían prohibirse en razón de su contenido o de las creencias e ideas que buscan poner de manifiesto. Por ejemplo, muchos consideran que las marchas o concentraciones del Ku Kux Klan, o de los movimientos supremacistas blancos, no deberían gozar de autorización porque promueven valores incompatibles con el orden democrático.




    Pese a que lo anterior parece razonable, en realidad genera controversia debido a que muchos, entre los que se incluye a organizaciones de DD. HH. como Amnistía Internacional y la Comisión Internacional de los Derechos Humanos (CIDH), señalan que nunca el contenido, el objetivo o la motivación de una manifestación puede dar lugar a que se impongan limitaciones a la libertad de expresión y de reunión. Y, que más bien el criterio a utilizar tendría que ser el de si se trata en cada caso de una manifestación pacífica o si sus miembros reivindican o consienten el uso de la violencia contra personas o contra la propiedad pública o privada: “En tanto las protestas sociales son ejercicio de la libertad de expresión, el Estado no puede supeditar su determinación respecto de la legitimidad o falta de esta, o bien decidir si las restringe o no, en función de su mensaje.”12




    Amnistía Internacional señala que, si se dejara a los Estados la prerrogativa de prohibir o restringir manifestaciones públicas en función de su contenido, los afectados podrían reclamar dicho acto de censura y cuestionar que unas ideas tengan más derecho de expresarse libremente que otras. Por otro lado, los Estados podrían verse tentados a limitar la expresión de sus opositores políticos.




    A propósito de la postura que plantea que debe haber límites a la expresión de algunas ideas, suele citarse la llamada Paradoja de la tolerancia del filósofo políticamente conservador Karl Popper. El autor vienés señala en La sociedad abierta y sus enemigos13 que “la tolerancia ilimitada debe (o puede) conducir a la desaparición de la tolerancia”. No obstante que Popper advierte contra la posibilidad de que los intolerantes atenten contra los tolerantes, no deja de hacer la precisión de que “esto no significa ‘que siempre debamos impedir la expresión de concepciones filosóficas intolerantes, mientras podemos contrarrestarlas mediante argumentos racionales (…), su prohibición sería por cierto poco prudente’.”14




    En una sociedad democrática no puede limitarse la libertad de reunión o manifestación en aras de preservar el orden público. En casos extremos, “para restringir una protesta los Estados deben tener pruebas claras y fehacientes de que quienes organizan el acto tienen la intención de usar violencia inminente, propugnarla o incitar a ella”.15 Y, por cierto, no se puede restringir el derecho de los manifestantes solo porque algunos de ellos recurran a la violencia. En cada caso tendría que valorarse cómo salvaguardar y proteger el derecho a la protesta y cómo evitar que la violencia se generalice o se convierta en una amenaza para la seguridad o la vida.




    En cuanto a las manifestaciones que consienten o reivindican el uso de la violencia y cuya autorización resulta controversial, un caso emblemático es el de la concentración en Charlotesville, Virginia (Estados Unidos) en 2017. Ahí se dieron cita cientos de personas que intentaban impedir que se retirara una estatua de un general que luchó en la Guerra Civil de E. U. A. en el bando de los estados confederados. Estos mismos apoyaban la esclavitud y el colectivo lo integraban grupos de ultraderecha que incluían desde miembros del KKK, neonazis y supremacistas blancos, ultranacionalistas y admiradores de Donald Trump y de la llamada Alt-right. La convocatoria que se difundió ampliamente en redes sociales también generó una reacción entre los grupos de lo que algunos consideran la ultraizquierda que incluye a grupos anarquistas y antifascistas (Antifa) que se agrupan en el denominado BlackBloc.




    Miembros de los Antifa señalaron en entrevistas a la prensa que consideraban que no debía permitirse que sectores adherentes al fascismo marcharan públicamente con antorchas y consignas racistas porque eso significaba amplificar su mensaje, “ponerle un megáfono”, y brindar las condiciones para su expansión, misma que amenaza la vida y la seguridad de millones de personas. Decían que ante la inacción de las autoridades no tenían más opción que enfrentar a los manifestantes de ultraderecha y prepararse para el choque violento, ya que esos sectores de la ultraderecha suelen marchar con cascos y palos.




    Los integrantes del Blackbloc, por su parte, marchan todos vestidos de negro, embozados de manera que a la policía se le dificulte identificarlos. Cargan con líquidos que les permitan defenderse de los gases lacrimógenos y afirman que no quieren vivir en un mundo violento pero que la violencia es necesaria contra quienes, como los fascistas, suelen utilizarla. Reivindican la acción directa y desconfían de los poderes fácticos y formales del sistema capitalista.




    La marcha de los ultranacionalistas blancos concluyó, como se pronosticaba, con un enfrentamiento entre los supremacistas y los contramanifestantes que dejó una activista muerta, por atropellamiento perpetrado por un ultranacionalista, y diecinueve personas heridas. El gobernador de Virginia, Terry McAuliffe, señaló: “El derecho a expresarse no es el derecho a ser violentos”.16




    A propósito de las discusiones respecto de si algunas restricciones asociadas al derecho a la protesta son compatibles con los valores que subyacen a todo orden democrático y en el contexto de un incremento de hechos violentos en las manifestaciones, han surgido intentos de prohibición del uso de máscaras pese a que esto contradice el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos.




    Por lo anterior, casi en ningún país del mundo se prohíbe cubrirse el rostro en manifestaciones autorizadas. En países como Canadá y E. U. A. el uso de máscaras está permitido, pero si éstas se usan para provocar violencia, es penado con severidad. Es decir que, aunque se permite el uso de máscaras o pasamontañas, en festividades o en actos de protesta autorizadas, no se tolera la violencia en las manifestaciones.




    En 2019 en Hong Kong, se prohibió el uso de máscaras para evitar que se dieran nuevos hechos de violencia en las multitudinarias protestas de los jóvenes del movimiento pro libertades democráticas, pero, los jóvenes desobedecieron masivamente tal prohibición. Ellos argumentan que las máscaras no se utilizan solo para ocultar la identidad de los manifestantes violentos, sino que protegen también a los pacíficos de la criminalización y de los gases lacrimógenos. En 2020, con la pandemia, los jóvenes en todo el mundo marchan con mascarillas por razones de salud pública. En Hong Kong, el gobierno chino ha aprovechado el contexto de la crisis mundial causada por la presencia de Covid-19 para estrenar nuevas normas contra la “secesión, la subversión y el terrorismo”, que según sus críticos ponen en riesgo la libertad de expresión y el principio de “un país, dos sistemas”.17




    En el caso particular de México, el país salió recientemente del peor sexenio en materia de libertad de expresión y de manifestación. El gobierno de Enrique Peña Nieto (2012-2018) estuvo marcado por la represión desde el día de la toma de posesión. Entre los casos más graves están la violencia contra los estudiantes de la Normal Rural de Ayotzinapa, que resultó en la desaparición forzada de 43 de ellos en 2014. En ese mismo año, el caso de las ocho personas asesinadas en Nochixtlán, Oaxaca luego de que la policía disparara contra pobladores y maestros que realizaban un bloqueo carretero. Además de los numerosos asesinatos de periodistas, ambientalistas y defensores de derechos humanos.18




    El Frente por la Libertad de Expresión y la Protesta Social (FLEPS) documentó las formas de represión a los movimientos sociales más comunes entre 2012 y 2018: Los 30 desalojos, 14 encapsulamientos, 13 casos de usos de armas de fuego contra manifestantes y 46 casos de agresiones contra personas que documentaban la represión.19




    Hemos vivido en los últimos años serios intentos de criminalizar la protesta social. Un ejemplo de esto es la Ley Eruviel para el Estado de México, que pretendía que el uso de la fuerza pudiera ser la primera opción de los agentes del orden público en el desempeño de sus funciones. Al respecto, la SCJN consideró que la fuerza solo se utilizaría cuando otros medios resultaran ineficaces o no garantizaran la protección del bien jurídico que se estuviera lesionando.




    La sociedad organizada por fortuna está cada vez más atenta a los intentos de restringir el derecho a la protesta e imponer alguna versión de “ley mordaza o ley garrote”. Como decía el cartel de una manifestante chilena en las movilizaciones de finales de 2019 y el despliegue de militares armados que intentaban contener las manifestaciones multitudinarias que se generaron a raíz del incremento en el precio del pasaje del metro: “Los niños y niñas tienen derecho a que sus padres y madres regresen vivos a su casa después de acudir a protestar”. Por eso reiteramos: “La protesta es un derecho, la represión es un delito”.




    Violencia política




    En los últimos años ha llamado la atención un fenómeno que comienza a extenderse en el mundo y que está relacionado con ver de manera más frecuente protestas que cuentan con una mayoría de participantes pacíficos derivan en acciones violentas que van desde rayar o dañar edificios públicos, quemar o romper vidrios de negocios o bancos, enfrentamientos con la policía o saqueo y destrucción de símbolos o de monumentos.




    Protestas como las de los Chalecos amarillos en Francia, las movilizaciones prodemocracia en Hong Kong, las manifestaciones de mujeres contra el feminicidio y la violencia de género en México o las de Black Lives Matter en 2020 a lo largo de las principales ciudades de E. U. A., han incluido acciones violentas, que si bien no son cometidas por el conjunto de los participantes pueden gozar del consentimiento de la mayoría.




    Frente a estos fenómenos hay que destacar que son muy escasos los esfuerzos teóricos que desde la sociología intenten explicar cómo es que las personas que suelen ser más bien pacíficas en su vida cotidiana parecen bien dispuestas a tolerar o provocar acciones violentas para conseguir fines políticos.




    Charles Tilly, sociólogo e historiador estadounidense fallecido en 2008, es uno de los que buscaron llenar ese hueco explicativo que surgió del malentendido de los analistas políticos que “han considerado habitualmente la acción violenta como algo marginal a la política”.20 Tilly se preguntó ¿Por qué si casi todos los individuos la mayor parte del tiempo cooperan entre sí y resuelven sus diferencias de manera no violenta, de pronto “empiezan a infligirse mutuamente devastadores ataques contra personas y propiedades”?21




    Tilly, reconocido también por ser unos de los principales representantes de la teoría de la movilización de recursos, se ocupó de manera destacada de un subconjunto de acciones políticas que incorporaban el componente de la violencia, de manera central o marginal y que forman parte de lo que él calificó como acciones políticas contenciosas.




    El sociólogo estadounidense elabora las siguientes distinciones analíticas para referirse a las modalidades de la acción violenta, no sin advertir que los límites entre las mismas son imprecisos. Tales distinciones resaltan las variaciones en cuanto al grado de coordinación que suponen entre los actores violentos y la importancia que conceden a infligir daño en el corto plazo: 1) Rituales violentos, 2) Destrucción coordinada, 3) Oportunismo, 4) Reyerta, 5) Agresión individual, 6) Ataques dispersos y 7) Negociaciones rotas.




    Charles Tilly es enfático al precisar que su enfoque no considera que la violencia colectiva sea un simple evento de violencia individual ampliada, sino que ésta debe pensarse como un tipo de contienda política. Esta misma solo puede ser entendida como resultado de procesos y estructuras sociales que involucra, además, el tipo de régimen político y las divisiones étnicas, raciales, religiosas o de género relacionadas con unas condiciones de explotación y de acaparamiento de las oportunidades.




    El mismo teórico considera que frente a los agentes del gobierno y los miembros del sistema político existen actores que se disputan el reconocimiento por parte del gobierno como interlocutores legítimos y, otros actores, que también son “desafiadores”, pero que no necesariamente llegarán a contar con algún tipo de acceso rutinario a los agentes y recursos gubernamentales.




    Por otro lado, el sociólogo portugués Boaventura de Sousa recupera una definición genérica de Movimiento Social de Dalton y Kuechler que lo identifica con la presencia de “un sector significativo de la población que desarrolla y define intereses incompatibles con el orden político y social existente y que los prosigue por vías no institucionalizadas, invocando el uso de la fuerza física o de la coerción”.22 El hecho de perseguir intereses incompatibles con el statu quo y de hacerlos por vías no institucionalizadas, pone la actuación de los Movimientos Sociales en los límites del orden y de la ley. De ahí que teóricos como Tilly cuya obra también ha sido colocada en el campo de la “sociología del conflicto”, consideren que “algunas formas de política pública casi siempre implican violencia colectiva. Rebeliones, revoluciones, movimientos sociales, manifestaciones, huelgas generales y campañas electorales muy reñidas, sirven para ilustrar las formas irreductiblemente contenciosas de política pública”.23




    A propósito de la teoría de la política contenciosa, Sidney Tarrow, en la misma línea que Charles Tilly afirma que:




    El acto irreductible que subyace a todos los movimientos sociales y revoluciones es la acción colectiva contenciosa. La acción colectiva puede ser breve o mantenida, institucionalizada o disruptiva, monótona o dramática. Se convierte en contenciosa cuando es utilizada por gente que carece de acceso regular a las instituciones, que actúa en nombre de reivindicaciones nuevas o no aceptadas y que se conduce de un modo que constituye una amenaza fundamental para otros (…) La acción colectiva contenciosa es la base de los movimientos sociales. No porque sean siempre violentos o extremistas, sino porque la acción colectiva es el principal recurso para enfrentarse a adversarios mejor equipados.24




    Como mencionamos, en movilizaciones sociales de este siglo vemos una creciente elevación de actos de violencia y destrucción que van desde algunas muy leves como la realización de pintas o daños al mobiliario urbano hasta saqueos masivos o la provocación de incendios a comercios y edificios gubernamentales. Más allá de considerar que la política contenciosa está en la base de la actuación de movimientos sociales y que puede incorporar el uso de la violencia, el hecho de que ésta se presente cada vez más en la actuación de algunos grupos nos deja ver también otros rasgos del activismo actual.




    Geoffrey Pleyers, un sociólogo belga, distingue dos gramáticas de acción o lógicas de acción que funcionarían como tipos ideales. La primera es la vía de la razón que promueve la superación de las democracias vacías y aspira a conformar una ciudadanía participativa y robusta para construir una democracia de monitoreo. La segunda que es la que más nos interesa destacar y que Pleyers califica como la vía de la subjetividad, en la que “el activismo se construye alrededor de la experiencia, entendida en doble sentido: la experiencia vivida y la experimentación”.25
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Protesta por los estudiantes de Ayotzinapa en el Hemiciclo a Benito Juarez. Ciudad de México, 26 de enero de 2021 ® FOTO: Silvia
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